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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, abril veintitrés de dos mil nueve.  

Acta número 0031 del 23 de abril de 2009 

Hora: nueve de la mañana (9:00 a.m.)
En la fecha y hora señaladas, se da inicio a la audiencia pública dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de en Descongestión de Pereira, el 28 de noviembre de 2008, en el proceso ordinario que ALVARO ANGEL OTAVO HERRERA promueve en contra de WILSON DE JESUS SUAREZ PARRA, CARLOS ALBERTO OSORIO HERRERA y contra la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO EMPLEAMOS CTA.
En sesión previa, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde a la siguiente,

SENTENCIA:
Busca el actor, a través de apoderado judicial, que se declare -en aplicación del principio de la primacía de la realidad-, que entre las partes existió un contrato laboral y, consecuentemente que se condene a los demandados de manera solidaria, al pago de la indemnización por la terminación unilateral del contrato, de la pensión de invalidez, de la reafiliación al sistema de salud, la indemnización por el daño moral causado con el despido injusto, las cesantías e indemnización por su no pago, intereses a las cesantías, pago de los días feriados con su correspondiente recargo, trabajo suplementario diurno y nocturno, prima de servicios, pago de aportes parafiscales y de seguridad social, dotaciones, indexación y las costas procesales. 

Se afincan tales pedidos en los hechos que a continuación se resumen:

El demandante se vinculó con el demandado Suárez Parra, propietario del establecimiento de comercio “Supermercado el Cafetal”, donde laboró a partir del mes de mayo de 2000 hasta el 11 de julio de 2005, bajo su subordinación, cumpliendo un horario de lunes a sábados de 8:00 a.m. a 9:00 p.m. y domingos y festivos de 8:00 a.m. a 4:00 p.m. Se le afilió a salud en la EPS Saludcoop desde el 9 de mayo de 2000 hasta el 15 de febrero de 2003, período que fue pagado por el establecimiento de comercio “Supermercado el Antioqueño” y del 10 de abril de 2001 al 30 de septiembre de 2004 fue cancelado por el propietario del establecimiento de comercio “Supermercado El Cafetal”, sin cancelar lo relativo a pensiones ni riesgos profesionales. A causa del estado de salud del demandante el señor Suárez Parra lo reubicó en el establecimiento de comercio denominado “Compraventa Metropolitana”, en el cargo de vigilante y bajo la subordinación del mismo empleador, con un horario de 6:00 p.m. a 8:00 a.m. de lunes a domingo, sin pago de trabajo suplementario o descanso remunerado. El reo procesal Suárez Parra le manifestó al actor que tenía que hacer parte de la Cooperativa Empleamos CTA a partir del 1° de octubre de 2004, a lo cual accedió voluntariamente por temor de perder su trabajo, sin haber participado del curso de cooperativismo y sometido a las órdenes que le impartiera el señor Suárez Parra; dicha entidad empezó a cotizar al Sistema de la Seguridad Social Integral desde el 25 de octubre de 2004 hasta el 30 de julio de 2005. Al actor no se le canceló en ningún momento lo correspondiente a dotaciones, descanso remunerado, cesantías, prestaciones sociales ni vacaciones.

Por no haberse cotizado lo correspondiente a pensiones, no le fue reconocida la pensión de invalidez, a pesar de contar con una pérdida en si capacidad laboral del 58,52%.

La demanda una vez corregida fue admitida por medio de auto el 15 de enero del 2007, ordenándose correr traslado a los accionados, quienes, una vez notificados dieron respuesta a la demanda, a través de sendos apoderados judiciales.

El profesional del derecho, representante del señor Suárez Parra contestó aceptando el hecho de la prestación personal del servicio por parte del demandado, especificando que los extremos de la relación se dieron entre el mes de enero y mayo de 2003, y también los padecimientos de salud de esté. En cuanto a los demás hechos indicó que los mismos no eran ciertos y que figura un doble pago de aportes al sistema ya que no se informó su desvinculación a tiempo. Se opuso a la prosperidad de las pretensiones y excepcionó “Falta de causación de las pretensiones demandadas”, “Pago”, “Falta de legitimación para pedir aportes al Sistema de Seguridad Social”, “Prescripción” y “Buena fe”.     

Por su parte, el  la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO EMPLEAMOS CTA., dio respuesta a la demanda, indicando que es cierto el hecho de la vinculación con dicha entidad desde el día 1° de octubre de 2004 y hasta el día 11 de julio de 2005, que el horario de trabajo era de lunes a viernes 8 horas diarias, que no existe ningún tipo de relación entre esta entidad y el codemandado Suárez Parra; dice que al demandante se le proporcionó el contrato de asociación el cual firmó sin ningún reparo y sin imposición de terceras personas, lo que perduró hasta que se dieran las condiciones de asociación por lo tanto nunca existió un vinculo laboral entre las partes. De acuerdo a los demás hechos manifestó que los mismos no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones y excepcionó “Dirigir erróneamente la demanda contra el representante legal de la Cooperativa de Trabajo Asociado Empleamos CTA”, “Inexistencia de responsabilidad solidaria por parte de la Cooperativa de Trabajo Asociado Empleamos CTA”, “Cumplimiento de todas las obligaciones generadas en virtud del contrato de asociación” y “Cobro de lo no debido”. 

Ante la imposibilidad de notificar al demandado CARLOS ALBERTO OSORIO HERRERA, se dispuso su emplazamiento y designación de curador ad-lítem que lo representara, como en efecto lo hizo, dando respuesta en la que indica que no le constan la totalidad de los hechos de la demanda, debiendo probarse. Se opuso a la prosperidad de las pretensiones. 

Se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que fuera posible llegar a un acuerdo conciliatorio, no se adoptaron medidas de saneamiento, ni se modificaron las bases fácticas del litigio, procediéndose al decreto de las pruebas solicitadas por las partes, las cuales se practicaron y allegaron a la actuación.

Se dictó la sentencia que puso fin a la instancia, en la que el juez consideró que una vez analizada la totalidad de las declaraciones, no encuentra elementos de juicio que le permitan concluir, lógica ni legalmente, que el demandante hubiera hecho parte de un círculo contractual como el que plantea su apoderado judicial y a su vez se advierten varias vinculaciones del demandante para con los accionados; respecto de la Cooperativa de Trabajo Asociado indica que existe una relación especial y con una finalidad igualmente especial que es la consagrada en la Ley 79 de 1988. En cuanto a lo referido de los requisitos para hacerse beneficiario del reconocimiento y pago de la pensión de invalidez del actor, el juez señala que este no es el proceso correspondiente para ello, por eso dicho examen debe hacerse de cara a la mora que presente cada empleador, con vinculación directa del fondo de pensiones respectivo, situación que en el este proceso no se solicita como pretensión directa. Absolvió de las demás pretensiones a los demandados e impuso las costas a la parte actora. 

Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por el apoderado judicial de la parte demandante, quien lo sustentó en debida forma y con los siguientes argumentos:

Manifiesta que en la sentencia se cometieron errores de hecho, de derecho y es incongruente, por no haberse valorado las pruebas documentales aportadas oportunamente al proceso que prueban la relación laboral entre el señor Suárez Parra y el demandante, lo que refleja una violación del articulo 187 del C.P.C. con respecto a la apreciación de las pruebas. Manifiesta que pretende probar ante la segunda instancia que existió una relación laboral y no como lo quisieron hacer entender los reos procesales al a-quo, siendo incoherente éste al argumentar que existieron varias relaciones laborales. 
Refiere que la vinculación con la Cooperativa de Trabajo Asociado, sirvió para ocultar que el verdadero empleador era Suárez Parra, quien le daba órdenes y ejercía la subordinación laboral y, además, para desmejorar sus ingresos laborales.

La prueba allegada al proceso, fue suficientemente demostrativa de que, en verdad, existió una sola relación laboral, siendo empleador el demandado Wilson de Jesús Suárez Parra y la CTA, era sólo una Cooperativa de “papel”, para encubrir la verdadera calidad de aquel y para desmejorar las condiciones de trabajo.     
Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se decide lo pertinente con fundamento en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

En virtud de los factores territorial y funcional, esta Sala resulta competente para resolver el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial de los actores.

Problema jurídico.

Los aspectos debatidos en el curso de la primera instancia y los cuales alcanzaron su mayor esplendor en este grado atañe a: i) la intermediación laboral a través de cooperativas de trabajo asociado, ii) desentrañar dentro de la pluralidad de sujetos accionados quiénes concurrieron como empleadores, quiénes como intermediarios, amén de la solidaridad entre unos y otros, iii) si se puede predicar o no el contrato único de trabajo desde 2000 a 2005, y su desenlace a través del postulado constitucional de la prevalencia de los datos de la realidad sobre las formas establecidas por las partes –art. 53 C.P.- y iiii) la afiliación del actor a la seguridad social y la disminución de la capacidad laboral como generador de la pensión de invalidez a cargo del empleador. 
Prolegomenos y precedentes jurisprudenciales.

Liminarmente es de destacar como ya se tuvo oportunidad de relatar, que el sentenciador de primer grado desechó la testimonial vertida en este asunto, para sentar conclusiones como el de no haber hallado elementos de juicio que lógica y legalmente, puedan arribar a que “el demandante hubiera hecho parte de un círculo contractual como el que plantea su apoderado judicial”, no obstante que admitió la existencia de varios contratos de trabajo, cuyo estudio se enfocó únicamente en el último, según su entendimiento dado al art. 305 C.P.C. –olvidando al parecer su tercer inciso-, hizo prevalecer el vínculo societario de trabajo entre el actor y una de las reas procesales, a la que le atribuyó el pago de todas las acreencias adeudadas a Otavo Herrera, amén de que a su juicio la entidad podía terminar el contrato conforme al convenio. Halló asimismo, las cotizaciones a la seguridad social y en frente de la reclamación en torno a la pensión de invalidez, sostuvo que “este no es el proceso correspondiente para ello (…) debe hacerse de cara a la mora que presente cada empleador, con vinculación directa del fondo de pensiones respectivo, situación que en este proceso no se presenta o no se solicita como pretensión directa (…)” –fl. 20-.

Suficientemente decantado lo tiene la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria al estimar que la intermediación a través de cooperativas de trabajo asociado no es posible en el mercado laboral, habida cuenta de que si ello se llegare a producir, se presentaría en la realidad una distorsión contractual de tales proporciones que quien realmente fungiría como empleador sería el beneficiario de la fuerza de trabajo desplegada por el operario y no la cooperativa que en tales circunstancia sería una simple intermediaria que no dio a conocer al trabajador su verdadero papel de tal y que por ello, respondería al lado del auténtico empleador como obligada solidaria –art. 35-3 del C.S.T-.

‘’Ello es así, en tanto las normas que regulan el trabajo humano son de orden público, luego los pactos que las infrinjan por ser ilegales o ilícitos se consideran ineficaces, de acuerdo con los principios intrínsecos que contienen los artículos 43 del C.S. del T; (…) conforme al primero de los preceptos citados, todo trabajo ejecutado en virtud de un convenio ineficaz, que corresponda a una actividad lícita, faculta al trabajador para reclamar el pago de sus salarios y prestaciones legales.

‘’Es éste entonces el sentido del criterio doctrinal expuesto en la sentencia rememorada, de 24 de abril de 1997, radicada con el número 9435, donde específicamente se dijo, lo siguiente:

‘Pero ésta irresponsabilidad laboral del usuario con referencia a los trabajadores en misión, supone que la E.S.T funcione lícitamente, o por mejor decir que su actividad se halle autorizada por el Ministerio del Trabajo (Ley 50 de 1990, Art. 82),  pues de lo contrario la E.S.T. irregular solo podría catalogarse como un empleador aparente y un verdadero intermediario que oculta su calidad en los términos del artículo 35-2 del C.S.T, de forma que el usuario ficticio se consideraría verdadero patrono y la supuesta E.S.T. pasaría a responder solidariamente de las obligaciones laborales conforme al ordinal 3 del citado artículo del C.S.T. 

‘Igualmente, aparte de las sanciones administrativas que procedan, el usuario se haría responsable en la forma que acaba de precisarse con solidaridad de la E.S.T, en el evento de que efectúe una contratación fraudulenta, vale decir transgrediendo los objetivos y limitaciones fijados por el artículo 77 de la Ley 50 de 1990, bien sea en forma expresa o mediante simulación. Ello por cuanto las normas que regulan el trabajo humano son de orden público, de obligatorio acatamiento y  la ilegalidad o ilicitud se sanciona con la ineficacia a las respectivas estipulaciones (CST, arts. 14 y 13)… ’’
-sublíneas fuera del texto-.

Por consiguiente, las cooperativas de trabajo asociado no pueden pasar en el mercado laboral, como empresas de servicios temporales, ya que estas poseen sus propias restricciones como son las que trae el artículo 77 de la Ley 50 de 1990, cuyo encabezamiento es perentorio al utilizar la expresión “sólo podrán contratar con estas en los siguientes casos”, amén de que para ello requieren la autorización del hoy Ministerio de Protección Social. Adicionalmente, como el pretenso asociado no laboró en locales o con equipos y maquinaria de la Cooperativa, sino en establecimientos de comercio ajenas a la misma, oportuno es recordar como lo hizo en reciente fallo la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia:
“ (…) es claro que si puede ser indicativa de que el contrato celebrado por la cooperativa y la empresa usuaria de los servicios es aparente y no real, pues precisamente el artículo 5º del Decreto 468 de 1990, vigente para la época de los hechos, establecía que las cooperativas de trabajo asociado debían ser las propietarias, poseedoras o tenedoras de los medios materiales de labor o de los derechos que proporcionan fuentes de trabajo o de los productos del trabajo. Por manera que no es equivocado inferir que un contrato que se hace violando esa disposición, en forma tal que no cumple con los requisitos legales, puede ser meramente formal y el vehículo para ocultar una verdadera relación de trabajo (…)”
.
Deudor principal y obligado solidario e interpretación de la demanda. 
Bajo tales perspectivas parece que el promotor encaminó sus pretensiones, lo que se deduce tanto de la lectura de la demanda como del recurso. Sobre este particular es menester que definido quede en la litis tanto la calidad de empleador como la de obligado solidario, el primero dado por el convenio de las partes y el segundo por mandato de una disposición legal, al punto que el patrono como parte principal del contrato de trabajo responde por tal calidad y no por otra, al paso que el obligado solidario, es un tercero que no concurrió como parte a la celebración del contrato de trabajo, el cual responde en su condición de obligado solidario por mandato de la ley y no por el convenio de las partes.  
Los eventos de solidaridad traídos por la ley laboral son varios, entre ellos, se encuentra el caso definido en el numeral  3º del artículo 35 de la obra sustantiva del Trabajo, entorno al cual parece gravitar la aspiración de la parte actora. En el sub-lite, justo es reconocer que el libelo demandatorio y su enmienda –fl. 71- no es un modelo o dechado de virtudes en su redacción y en orden a haber precisado una u otra calidad con toda claridad, habida consideración de que en la primera declaración o petición se demanda la existencia del contrato de trabajo, sin discriminación alguna contra todos los sujetos pasivos de la contención –fl. 8-. A su turno en la segunda de las pretensiones, si bien se reclama la solidaridad en el caso de la accionada EMPLEAMOS CTA, lo funda aparte de lo enunciado en el numeral 3º del artículo 35 del C.S.T., en otras circunstancias no previstas por el legislador -porque lo desvinculó del supermercado El Cafetal y lo ingresó a la Compraventa Metropolitana-.

Igualmente, se involucra al parecer en el mismo nivel de solidaridad y no de empleador, al otro accionado OSORIO HERRERA, ya que permitió que dicha Compraventa obrara como sede física o último lugar de trabajo de OTAVO HERRERA -fl. 8-.
Por su puesto, que si en las fases iniciales del conflicto ante el juez singular no se ordenaron las medidas tendientes a corregir tales imprecisiones, a estas alturas del proceso corresponde realizar a esta colegiatura todos los esfuerzos encaminados a interpretar la demanda, evitando con ello el pronunciamiento de una sentencia inhibitoria, propósito éste no deseado en esta jurisdicción con arreglo a reiteradas decisiones del máximo órgano de la justicia ordinaria especial laboral.

En este marco de ideas y advirtiendo que dicha facultad integradora de la demanda cuyo límite para el juzgador es su no desfiguración o sustitución, se observa que en aquella se denunció palmariamente que OTAVO HERRERA celebró el contrato de trabajo escrito a término fijo por un año –no renovado- con el codemandado SUÁREZ PARRA, acordando el pago mensual de un salario mínimo legal, para desempeñarse en empacar y hacer domicilios de lunes a sábado de 8 a.m. a 9 p.m., domingos y festivos de 8 a.m. a 4 p.m. –h. 1-. Que más tarde fue reubicado por razones de salud, en otro establecimiento de comercio –compraventa metropolitana- para empelarse como vigilante –h. 11-. 
Siguió refiriendo que este último le manifestó al actor que tenía que asociarse a EMPLEAMOS CTA a partir del 1º de octubre de 2004, cuyo representante legal le hizo firmar un documento en la compraventa metropolitana, aduciendo que iba de parte de SUAREZ –h. 15-. Añadió que desde esa fecha siguió desempeñando su labor en la citada compraventa bajo las órdenes de SUÁREZ PARRA, recibiendo su estipendio en ese establecimiento o en el supermercado El Cafetal, a través de las cajeras las cuales le hacían firmar un recibo o vale –h. 19-. Que el cambio lo aceptó por acatamiento de una orden expresa de su empleador y ante el temor de perder su trabajo, la orden que recibió era la de afiliarse a la cooperativa porque aquellos le iban a seguir pagando la salud integral –fl. 5-. Que con el traslado se buscaba evadir su responsabilidad y revestir de legalidad un hecho contrario a la ley, en detrimento de los intereses laborales y de la salud de Otavo Herrera –h. 21-. Que el día 11 de julio de 2005 le fue entregada la carta de despido firmada por el representante de EMPLEAMOS CTA. –h. 25- 
Así las cosas, no hay duda que el promotor del litigio denunció al codemandado SUÁREZ PARRA, como su empleador de principio a fin de la relación laboral y respecto de la Cooperativa accionada dijo que intervino en fraude a la ley y a sus intereses, razón por la cual se le llama a responder solidariamente, coincidiendo con las pautas jurisprudencia trazadas al respecto. Por lo tanto, ha de entenderse que la declaración atinente al empleador recae sobre el codemandado SUÁREZ PARRA y como obligada solidaria a la otra demandada Cooperativa de Trabajo Asociado EMPLEAMOS en razón de haber actuado como intermediaria sin anunciarse ante el trabajador como tal –art. 35-3 C.S.T. 
En cambio, no milita otro cargo serio en frente del codemando OSORIO HERRERA, aparte de haber permitido que la compraventa Metropolitana obrara como sede física o último lugar de trabajo del actor, lo que pone al descubierto cierta contradicción con lo plasmado en el recurso, cuando se sostiene que OSORIO HERRERA fungiera como mero testaferro de Suárez, al ser simulada su figuración como propietario de la comentada compraventa Metropolitana. Adicionalmente, no obra en esta actuación declaración o documento que ponga de manifiesto a OSORIO como empleador, de tal suerte que haya celebrado con el actor el contrato de trabajo, le haya dado ordenes, llamadas de atención, impuesto jornadas y horarios o le haya cancelado el salario, razón por la cual las pretensiones respecto a este sujeto procesal devendrán absolutoria totalmente.

Propietario y afiliación al sistema de seguridad frente a la calidad de empleador.

Ahora bien, ni la calidad de propietario de un establecimiento de comercio ni la afiliación o pago de aportes en el sistema de la seguridad social por cuenta de la persona que figura en los registros de las empresas encargadas de administrar tal sistema, constituyen sólida demostración de la calidad de empleador de dicho propietario o aportante al sistema, serán indicios que al lado de otros configurarán en determinados eventos esa especial calidad en el derecho laboral, empero, por sí mismos se itera, no alcanzan a configurarla. Máxime cuando la relación de trabajo es fuente de derechos u obligaciones personales y no de estirpe real a la que compete a los dueños de las cosas en el tráfico jurídico, no siendo necesario que esa calidad coincida con la de empleador, pues, bien puede serlo persona diferente a éste, adicionalmente, el hecho de efectuar aportes a la seguridad social no siempre va acompañado del ánimo encaminado al reconocimiento de un contrato de trabajo, sino también movidos por otros intereses o motivos, como los de tipo familiar, de altruismo o de simple solidaridad v.gr.
Caso concreto.

El recurso del actor estuvo encaminado en varios frentes, todas en orden a poner de manifiesto las pruebas preteridas en su análisis por el juez singular y tocante en primer lugar, con los hitos temporales de la relación “única”; bajo la premisa de que estuvo sometido a la subordinación y dependencia de su único empleador –Suárez Parra- desde 2000 al 11 de julio de 2005, tildó los supuestos contratos independientes como de “papel” y dirigidos a engañarlo a él y a la administración de justicia. En desarrollo del cargo trajo a cuento la respuesta de la empresa de Seguros Bolívar, la respuesta de EPS Salud Coop, al derecho de petición por él ejercido con antelación a la presentación de la demanda y la respuesta del Fondo de cesantías Horizonte, haciendo mención del vacío laboral en sus registros del 1º de enero de 2000 al 30 de septiembre de 2004, por lo que para el recurrente demuestra la falta de afiliación a pensiones.

Puntualizó que para él quedó sin sustento la afirmación de su contradictor de que Otavo prestó sus servicios a Suárez únicamente de enero a mayo de 2003. Se dolió también de que el a-quo tampoco tuvo en cuenta el certificado expedido por el gerente de la cooperativa accionada, conforme al cual se le certificó un salario mínimo de la época, amén de otro recibo por tres días de trabajo en el supermercado el cafetal, cancelado el 15 de julio y 7 de septiembre de 2005  y otro por la mensualidad y auxilio de transporte del 1 al 31 de julio de 2005, ni tampoco tuvo en cuenta la liquidación de prestaciones económicas, pues, “lo que se cancela es un verdadero contrato de trabajo”.
Resumen de las pruebas.
Los autos dieron cuenta de las declaraciones de las siguientes personas:

1- César Augusto Cardona García, dedicado a labores en construcción, con cuarto año de primaria, además “yerno” del actor y residente en la misma casa de éste por espacio de diez u once años, anotó que Otavo Herrera trabajó en el “cafetal”, como domicilio en la bodega, “él dijo que (el) patrón lo había pasado para la compraventa porque él estaba muy enfermo (…) ahí mismo en Cuba (…) no podía hacer esfuerzo de levantar bultos, entonces estaba celador de noche (…) siempre decía que era Wilson el patrón (…) se pasó para el cafetal, creo que por ahí más o menos más de cinco años (…) tenía que estar allá como a las ocho de la  noche y llegaba a la casa a las nueve de la mañana de lunes a sábado y los domingos si venía más temprano, él baja al medio día y almorzaba (…) él entraba como a las seis de la tarde hasta las ocho de la mañana (…) el domingo o festivos se quedaba allá todo el día (…)” –fl. 293-.

2- Luz Maria Marín Cruz, ama de casa, relató que Otavo Herrera, laboró en el establecimiento “Cafetal”, se desempeñaba como domicilio “y empacaba los mercados (…) hace por ahí unos diez a doce años” –declaró al igual que el anterior el 26 de febrero de 2008- Fl. 295. 

3- José Humberto Vargas Henao, pensionado, dijo que el actor laboró en el establecimiento “El Cafetal”, desde el 2000 o 2001 hasta el 2006 “era domicilio o en oficios varios (…) en un determinado tiempo empecé a notar la deficiencia física que el tenía (…) a partir del año 2004 más o menos (…) manifestaciones en sus manos (…)” –fl. 296-.

4- Huber de Jesús Arenas Martínez, de oficio médico alternativo, cuñado del demandante y por ende tachado de sospechoso, narró que Otavo Herrera, trabajó en el supermercado avenida -1985-, que luego pasó a laborar en el supermercado El Cafetal como domicilio manejando una bicicleta llevando mercados, que cuando empezó a enfermarse “lo pasaron a la compraventa (…) en ese tiempo (…) estuvo hospitalizado (…) entre veinticinco días o un mes (…) al tiempo me di cuenta que lo habían sacado del trabajo (…) al hablar con el señor Wilson le dije que por qué no nos colaboraba con el seguro de él (…) a lo cual el señor Wilson me contestó que él tenía al señor Alvaro en el supermercado por pesar y porque era amigo de la señora de él (….) El entraba a las seis de la tarde y salía a las siete de la mañana del otro día (…) En el cafetal creo que estuvo aproximadamente cinco o seis años continuos y de ahí en la compraventa creo que un año (…) a lo último fue que salió a relucir lo de la cooperativa (…) don Wilson me dijo que era que el supermercado no le pertenecía o había cambiado de razón social (…) por eso refiero que el supermercado, la compraventa o la cooperativa sean un mismo vínculo (…)” –fl. 297-.
5- José Humberto Jaramillo Zuluaga, vigilante en el supermercado “el cafetal”, depuso que Otavo laboró en ese mismo establecimiento comercial “cerquita de dos años (…) por ahí en el 98 el se retiró y ya no se mas (…)le toca surtir (,) cargar, consignar (…) a Alvaro Angel le pagaba el supermercado (…) era un tipo muy alentado (…) entrábamos a las ocho y salíamos a las –sic- una a almorzar volvemos a las tres por ahí hasta las siete y ocho (…) fue un retiro voluntarioso (…) yo comencé en el 2000 mas o menos (…) como en marzo (…) ahora llevo cuatro años en el Cafetal (…)” –fl. 315-.
6- Luz Adriana Osorio Marín, secretaria del supermercado el cafetal, por espacio de nueve años, entró en 1998 salió en 2004 y regresó en 2006, tras anotar que la testigo pertenecía al tren administrativo, dijo que los empleados de planta realizan las funciones de empacar, surtir, hacer domicilios, que Otavo entró a laborar al citada supermercado “por ahí unos siete años atrás y el tiempo que estuvo allá mas o menos un año y medio” –declaró el 1º de abril de 2008-. Agregó que allí pagaba el supermercado “aunque en este momento hay un servicios –sic- que se le paga a una cooperativa ellos son encargados de recoger la plata les entregan el valor de la nómina y nos pagan (…) uno firma un contrato con la cooperativa pero el jefe de nosotros es la cooperativa, en el caso de Alvaro Angel le pagaba el supermercado es que lo de la cooperativa es reciente en ese entonces se manejaba la nómina pero por el supermercado (…) entran a las ocho vuelven en la tarde salen a la hora de almuerzo al medio día y en la tarde vuelven a completar su horario (…) sale a las ocho y otro que sale a las nueve (…) el señor de la cooperativa llama en las quincenas (…) que si puede ir a recoger el efectivo y paga (…) cuando empezó la cooperativa nos dieron unos documentos, mas no nos dieron horas de cooperativismo inducción (…)” –fl. 317-.
7- Alvaro de Jesús Gómez Moncada, jefe de compras del supermercado el cafetal desde el 27 de diciembre de 1997, expuso que Otavo Herrera, se desempeñó en oficios varios en tal establecimiento comercial por espacio de “año y medio (a) dos años  (…) en el cual hubo un tiempo en que trabajo –sic- como extra o sea por días -dos o tres meses- (…) prestaba el servicios –sic- en la bodega empacador (…) cuando estuvo el señor Alvaro Angel le pagaba don Wilson (…) desde las ocho de la mañana (…) dos horas de almuerzo por ahí hasta las seis o siete (…) se retiró que para irse a trabajar a otra parte (…), dijo que desde principios de 2000 la cooperativa de CTA paga la nómina de los empleados –fl. 319-

8- El demandado Suárez Parra, absolvió el interrogatorio de parte y entre otras cosas, aseveró que la vinculación a la cooperativa “inicialmente es algo voluntario si se meten a una cooperativa o no se meten, bien sea CTA o cualquier cooperativa que me pueda brinda el servicio (…) No conozco en que momento se vinculó a una cooperativa mientras trabajaba en el supermercado el cafetal (…)” –fl. 220-.

9- El representante de la Cooperativa –Santiago Marcelo Roa Ortega-, manifestó en su declaración de parte que brindó al actor educación sobre cooperativismo en la compraventa Metropolitana, con una intensidad de 48 horas -4 horas semanales en la compraventa-, (…) el objeto social no es ofrecer mano de obra (…) Si bien nosotros no ofrecemos mano de obra, nosotros necesitamos de unos recursos económicos para compensar a los asociados (…) el administrado, nos notificó a la cooperativa que ya no podía cancelarnos los recursos correspondientes para dichas compensaciones, ya que estos recursos dependen del dinero con el que nosotros podemos compensar a los asociados, lo que nos llevó a tener que hacer una reestructuración (…) la cooperativa cobra unos dineros por los servicios prestados, estos dineros son utilizados en beneficio de los asociados, compensaciones, seguridad social, confamilar, capacitaciones (…) la cooperativa dio por terminado dicho convenio en virtud de que en ese momento no teníamos los recursos económicos para cancelar las compensaciones (…) pero ante todo nos lo pidió el mismo contratante ‘compraventa metropolitana’ (…)” –fl. 221-. 

10- De la documental se infiere: a) La Firma SaludCoop E.P.S., suministró la relación de pagos desde 1999 hasta el mes de Agosto de 2005, anotando que no se realizaron aportes del 07/2000 al 04/2001 -fl. 17-. Vista la citada relación de pagos con la constancia de la fecha de la consignación, se observan los siguientes períodos reportados: 2000/06- 2000/07- y consecutivamente de 2001/05, (no hay 2000/03) hasta 2004/09. A renglón  seguido aparece 2004/10 a 2005/11, depositado el 2005/08/11 a nombre de Empleamos –fls. 17 y 18 -. 

En esa misma certificación militan aportes del 9 de mayo de 2000 al 15 de febrero de 2003  a nombre patronal de S. El Antioqueño –fl. 15-

b) La firma BBV Horizonte, efectivamente certificó el  vacío en aportes en pensiones del 1 de enero de 2000 al 30 de septiembre de 2004 –fl. 19-. En su relación aparece el demandante del 2004/10 al 2005/7 con el nombre o razón social patronal EMPLEAMOS –fl. 25-. 

c) La administradora ARP SEGUROS BOLÍVAR S.A., certificó que el demandante estuvo afiliado a riesgos profesionales por cuenta del codemandado SUÁREZ PARRA, del 14 de junio de 2001 al 28 de febrero de 2004  y que fue ingresado posteriormente el 15 de abril de 2004 –fl. 26-. Más adelante, informó que SUÁREZ PARRA, no adjuntó documentos ni efectuó solicitud de afiliación y que el contrato no constituye soporte para realizar una afiliación a la ARP. Sin embargo, adujo la entidad que aquel hizo inclusión con el pago del período 2001/06 hasta 2002/12, con la cédula de ciudadanía número 19.426.417, luego con la cédula de ciudadanía que no incluyó el primer digito pero si los demás pagó 2003/01 hasta 2003/08, luego con la cédula referenciada inicialmente efectuó pagos de 2003/09 al 2004/02, vuelve luego sin el primer digito a realizar pagos desde el 2004/03 pagado el 13 de abril hasta 2004/05 pagado el 11 de junio de 2004. Termina la información dando cuenta que la  afiliación se realizó mediante planilla 655882 del período de junio de 2001 pagado el 10 de julio de 2001 –fls. 205 y 206-
d) La administradora BBVA, dio cuenta acerca de la pérdida de la capacidad laboral del demandante del 58,52% estructurada el 17 de septiembre de 2005, negando la pensión de invalidez y accediendo a la devolución de saldos –fl. 28- 
e) SaludCoop, certificó que a Otavo Herrera se le otorgaron dos incapacidades a saber: del 1 al 30 de Junio de 2005 y 1 al 8 de julio de 2005 –fls. 16, 31 y 32-. Pago de incapacidades de Empleamos CTA –fl. 44-. 
f) La Cámara  Comercio, certificó que el supermercado el Antioqueño figura a nombre del señor Jairo Quintero Ramírez –fl. 59-, la Compraventa Metropolitana a nombre de Carlos Alberto Osorio Herrera, desde el 1º de septiembre de 2000 al 26 de enero de 2005, calenda en que se canceló tanto la matrícula del comerciante como del establecimiento –fl. 60- y el Supermercado el Cafetal, figura a nombre de Wilson de Jesús Suárez Parra, desde el 29 de mayo de 1997, hallándose vigente la matrícula tanto del comerciante como del establecimiento comercial –fl. 61., y la Cooperativa accionada, inscrita el 24 de diciembre de 2003 vigente a la fecha –fl. 62-. 

g) Solicitud de servicios médicos e historia clínica, ambas del 2005/09/17.-fls. 45 y 46-.
h) Recibo de caja por valor de $39.600 y nómina del 1 al 31 de Julio de 2005 –fls. 41 y 42.
i) Copia del ejemplar del Contrato de trabajo a término fijo inferior a un año –fl. 97-, la renuncia del trabajador –fl. 98-.

j) Régimen de Trabajo Asociado –fl. 150-.

K) Copia del ejemplar del contrato entre Empleamos CTA y sus trabajadores asociados, con fecha de iniciación 1º de Octubre de 2004, Alvaro Angel Otavo Herrera, para laborar en el proyecto Compraventa Metropolitana, sin indicar su dueño –fl. 170, liquidación de prestaciones económicas –fls. 172 y 173-.  

l) Carta de Terminación enviada al trabajador por la cooperativa accionada el 11 de julio de 2005 –fl. 51-

m) Convenio de prestación de fuerza de trabajo entre Empleamos CTA y Carlos Alberto Osorio Herrera, sin especificar el nombre del asociado ni el establecimiento de comercio donde debería desempeñarse, firmado el 1 de Octubre de 2004 –Cdo. de segunda instancia No. 3-.
Análisis en Conjunto de la Prueba.

En lo que toca con la demostración de la existencia del contrato de trabajo ya se anticipó que la intervención sin fundamento legal de la Cooperativa de Trabajo Asociada acá accionada, como intermediaria laboral, sin tratarse de una empresa de servicios Temporales, por lo tanto, sin ubicarse en uno de los eventos excepcionales del artículo 77 de la Ley 50 de 1990, amén de que no contaba con la licencia de funcionamiento para fungir como tal en el mercado laboral –art. 82 ibidem-, y lo mas importante, incumpliendo los mandatos del decreto 468 de 1990, vigente para la época de los hechos, el cual en su artículo 5º, establecía que las cooperativas de trabajo asociado debían ser las propietarias, poseedoras o tenedoras de los medios materiales de labor o de los derechos que proporcionen fuentes de trabajo o de los productos del trabajo, de todo lo cual se colige que la relación laboral con ésta fue meramente formal y el vehículo –como lo dijo la Corte- para ocultar una verdadera relación de trabajo sostenida por el actor con el beneficiario o destinatario de las labores de éste.
Ahora bien, conforme a la prueba recogida en este asunto cabe examinar, entonces, que persona natural de las accionadas obró como beneficiario o destinatario de las citadas labores, por recta vía se dilucidará si el servicio se prestó como relación única, tal como se alegó en la demanda y dentro de cuales extremos, así como el salario. 

El precursor de la litis denunció como su empleador a SUÁREZ PARRA, desde el mes de Mayo de 2000 al 11 de Julio de 2005, desempeñándose, primero, en el establecimiento El Cafetal y luego en la Compraventa Metropolitana. Las declaraciones vertidas en esta contienda dan cuenta de la actividad desarrollada por Otavo en el primero de los establecimientos mencionados, más quienes aludieron al segundo, no suministraron datos convincentes que permitan al juzgador dar por acreditada tal circunstancia, esto es, que Otova Herrera se desempeñara en la Compraventa Metropolitana, independiente de la determinación acerca de su propietario y del hecho de la cancelación de su matrícula mercantil el 26 de Enero de 2005 –fl. 60-.
Adicionalmente, el demandante no adujo en que fecha se produjo el traslado de un establecimiento a otro, relató en cambio, que desde junio de 2003 se le venía tratando una artritis rematoidea, requiriendo una hospitalización por dos semanas por un cuadro febril y dificultad respiratoria –h. 7º-, dictaminándose una limitación funcional y dolor a la abducción de hombros y deformidad en codos y dedos de las manos, dedos en cuello de cisne disminución en la fuerza muscular –h. 8-, que como consecuencia del mal estado de Otavo Herrera, el codemandado Suárez Parra lo reubicó en la compraventa Metropolitana –fl. 11-. 
Analizada la historia clínica, en efecto se lee que el paciente recibió tratamiento desde hace 2 años y que hacía 3 meses requirió hospitalización durante dos semanas por cuadro febril y dificultad respiratoria –la historia clínica está adiada el  2005/09/17 fl. 46-.  

Contrato único e hitos de la relación.

En cuanto a la continuidad e hitos de la relación, ellos apenas se infieren de la afiliación a la seguridad social, así: Salud Coop, relacionó inicialmente dos períodos aislados a saber 2000/06- 2000/07 y otro período de cotizaciones que arrancó de 2001/05 hasta 2004/09, restando únicamente 2000/03 y a renglón seguido aparece 2004/10 a nombre de empleamos  hasta 2005/08–fl. 18. 
En el mismo sentido ARP SEGUROS BOLIVAR S.A., tras aludir que Otavo Herrera ingresó al sistema por medio de la empresa Wilson de Jesús Suárez Parra el 14 de junio de 2001 hasta el 28 de febrero de 2004, reingresando el 15 de abril de 2004-fl. 26-, reportó los pagos atinentes al período del  2001/06 hasta 2004/05 pagado el 11 de junio de 2004, observando como “error” que el número de la cédula de ciudadanía de Otavo aparecía en unos reportes con todos sus dígitos y en otros sin el primero. 
El demandante refirió que ingresó a laborar en el mes de mayo de 2000, sin embargo, SaludCoop E.P.S., anotó que el actor estuvo reportado en sus registros bajo la ficha patronal del Supermercado El antioqueño del 9 de mayo de 2000 al 15 de febrero de 2003, esto es, bajo el mando de otro empleador no demandado en esta contención – Jairo Quintero Ramírez, fl. 59-. De ahí, entonces, que al menos entre el comentado 9 de mayo de 2000 al 2001/05 o 2001/06, el actor no tuvo como patrón a Suárez Parra, sin perjuicio que entre 2001/05 al 2003/02/15 se presentara una simultaneidad de aportes en salud reportados por los empleadores Quintero Ramírez y Suárez Parra. 

Tales inconsistencias impiden que aún por la vía de la afiliación a la seguridad social se pueda inferir que el demandante entró a laborar al servicio de Suárez en el mes de Mayo de 2000. Por lo que ha de tomarse como fecha inicial la que alude el contrato escrito aportado por la accionada -1º de Enero de 2003, fl. 97-, por no contribuir al esclarecimiento del punto la prueba testifical arrimada en el plenario, más cuando la parte actora apuntó que entró a laborar mediante contrato escrito a término definido el cual no fue renovado, pero que continuó laborando allí en las miasmas condiciones –h. 1-. Es de observar que aparte del contrato escrito obrante a folio 97 no milita otro con anterioridad al mismo.
Ahora, que dicho vínculo finalizó el 28 de Mayo del mismo año, en virtud de la renuncia presentada por el laborante conforme reza el escrito visible a folio 98, sin que milite los valores liquidados definitivamente por el referido lapso y que sin solución de continuidad persistan los aportes por salud a cargo de idéntico  empleador -SUÁREZ PARRA- hasta el mes de septiembre de 2004 e inmediatamente se asumen a cargo de la otra demandada Empleamos CTA –fl. 18-ciertamente, son indicativos estos últimos hechos que la realidad se impone sobre la mera formalidad de la renuncia –art. 53 superior-, ya que como tal no tuvo ningún efecto entre las partes, como quiera que todo indica que la prestación del servicio se siguió cumpliendo hasta cuando el 11 de julio de 2005, la cooperativa ocultando su verdadero rol de intermediaria y asumiendo el de aparente empleadora que nunca tuvo en la realidad, con arreglo a lo señalado en otra parte del proveído con apoyo en reiterada jurisprudencia nacional, dio por terminado el vínculo contractual –fl. 51-.
Naturalmente que esta conclusión se abre pase por encima de la consideración que ha de tenerse respecto del otro sujeto accionado –Osorio Herrera-, respecto del cual ya se estimó que la prueba recaudada no está encaminada a demostrar su vinculo con el demandante, ninguna probanza apuntó a que aquel impartiera órdenes e instrucciones a éste, o le impusiera jornadas u horarios, ni llamados de atención y menos que le cancelara salarios. Es oportuno advertir que su mera calidad de propietario de un establecimiento de comercio, cuya matrícula mercantil fuera cancelada a principios de 2005, no le confiere necesariamente la condición de empleador de Otavo Herrera, como tampoco el convenio asumido por Osorio con la cooperativa demandada, permite ocultar en sus términos la condición de empleador del primero respecto de Otavo H., ya que a pesar de haber sido suscrito el 1º de Octubre de 2004 –Cdo. 2da instancia- allí no se hace mención alguna ni al demandante ni al lugar de su trabajo.  
Conclusión.
Por consiguiente, se revocará el proveído impugnado y en su lugar, se declarará la existencia del contrato de trabajo habido entre OTAVO HERRERA y SUÁREZ PARRA, del 1º de Enero de 2003 al 11 de julio de 2005. Adicionalmente, se dispondrá que la ruptura contractual fue unilateral y sin justa causa, dado que si el contrato de trabajo a término fijo inferior a un año – 6 meses-, vencía el 30 de junio de 2003, el mismo ha debido prorrogarse sucesivamente por tres (3) períodos iguales o inferiores, al cabo de los cuales –el 30 de Diciembre de 2003- el término de renovación no podrá ser inferior a un (1) año, y así sucesivamente            –art. 46-2º C.S.T.-
Como quiera, que en el sub-lite, se dio por terminada la relación el 11 de Julio de 2005, se dispondrá a título de indemnización por despido injusto, el valor de los salarios correspondientes al tiempo que faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato -30 de diciembre de 2005-, con base en un salario de $381.500 mensuales o $12.716,66 diarios, vale la indemnización por despido injusto $2.161.833. 
El reclamo atinente a la pensión de invalidez “en las mismas condiciones que lo haría HORIZONTES PENSIONES Y CESANTÍAS si se hubiera cotizado de manera oportuna y conforme a la realidad de la relación laboral y como lo establece la ley”, habrá de recibir despacho desfavorable, no obstante que como lo denunció el precursor de la litis, el empleador apenas cumplió con la afiliación a la seguridad en pensiones a partir de 2004/10 –fl. 57-, lo cierto es que en el plenario no milita el dictamen respectivo de la junta de calificación de invalidez y si se acogiera la información que BBVA HORIZONTE le suministrara a folio 28 al promotor del litigio, la estructuración de la invalidez de origen común data de una calenda posterior -17 de septiembre de 2005- a la desvinculación laboral del actor, razón por la cual no le sería imputable al empleador la razón de su padecimiento, o al menos que se éste se haya originado en vigencia del contrato de trabajo. Por ende, fracasará esta pretensión -3ª.-.

Se pidió así mismo, el restablecimiento inmediato de la afiliación a la seguridad social en salud, “que le fuera injustamente suspendido por la terminación unilateral del contrato de trabajo”. Naturalmente, que tal restablecimiento no se produce por sí solo, el ordenamiento legal no lo tiene contemplado así, es menester que medie de manera principal el reintegro del trabajador para que a renglón seguido se produzca la obligación patronal de cotizar al sistema de seguridad social, pues, su razón de ser se encuentra en la relación laboral y como tal estabilidad reforzada –L. 361 de 1997- no se impetró en el libelo incoatorio, a ésta segunda instancia le está veda fallar por fuera de lo pedido –art. 50 C.P.L.S.S.-. Por modo, que esta otra pretensión -4ª.-no saldrá avante. 

Los posibles daños morales padecidos por el demandante y su familia con el despido tampoco serán de recibo, dado que son entendidos estos dentro de la tarifa legal dispuesta para la indemnización por el artículo 64 de la obra sustantiva laboral con sus modificaciones introducidas por la Ley 50/90 art. 6º y Ley 789/02 art. 28, a menos -como lo ha señalado la Corte Constitucional-, que el interesado o interesados hayan demostrado un perjuicio mayor, que no es el evento ofrecido en el sub-lite. Se denegará, entonces, esta otra pretensión – 5o-.

En consecuencia, se reliquidarán los conceptos de auxilio de cesantía, intereses a la misma y prima de servicios, se compararán con lo liquidado por la Cooperativa accionada –fls. 172 y 173- y se ordenará la cancelación de la diferencia. No se accederá, en cambio, a reconocimiento por trabajo en tiempo suplementario, días de descanso obligatorio y recargo nocturno, habida consideración de que no milita en el plenario prueba fehaciente acerca del número de horas laboradas al día por Otavo Herrera, así como del posible período laborado en horas nocturnas como celador, respecto del cual apenas se ofrecen las versiones de allegados de Otavo y generalmente por éste habérselo referido a aquellos, esto es, de oídas. 

Igual, suerte adversa a las aspiraciones de la parte actora sufre el pedimento relacionado con el calzado y vestido de labor, dado que no se cuenta en el expediente con el justiprecio del mismo, como suma compensatoria a la prestación, más cuando su entrega en especie desfigura la finalidad de la misma en instantes en que la relación se encuentra claudicada. En lo atinente a los aportes a la seguridad social en pensiones por el tiempo en que estuvo desprotegido el actor, esto es del 1º de Enero de 2003 al 30 de septiembre de 2004 –fls. 19 y 25-, se dispondrá el pago de los citados aportes en su totalidad a cargo del empleador, con sus respectivos intereses moratorios, en el fondo que elija el ex trabajador en el término de la ejecutoria de este proveído y en su defecto, en el fondo en que aparecen sus últimas cotizaciones.
La última de las súplicas no estuvo encaminada a la sanción moratoria por haberse dejado de cancelar salarios o prestaciones sociales a la finalización del vínculo laboral –art. 65 de la obra sustantiva laboral- razón por la cual no le es dado a esta Colegiatura interpretar que a ella se refiere el libelista cuando solicita dicha sanción por no haber consignado las cesantías, hecho éste no alegado en ninguno de los hechos de la demanda y por lo tanto, sin alusión a ningún período determinado. Por ende, se negará la pretensión y en su reemplazo se dispondrá el pago de las condenas debidamente indexadas, bajo la conocida fórmula: Vp: Va x IF/II., siendo Va, el valor actualizado, Vh, el valor histórico o a actualizar, IF: el índice final e II, índice inicial. 

Excepciones de mérito.
Se desecharán las excepciones de mérito, respecto de la prescripción, ésta apenas prospera de manera parcial toda vez que se declara respecto de aquellos derechos causados con anterioridad al 12 de diciembre de 2003, como quiera que la demanda fue presentada en idéntico día y mes del 2006, notificado su auto admisorio al deudor principal en marzo de 2007 (fl. 88) –arts. 488, 489 C.S.T., 151 C.P.T.S.S. y 90 del C. de P.C. 
Así las cosas, dentro del período anotado -1º de Enero de 2003 al11 de Julio de 2005 y tomando en cuenta lo anotado precedentemente, al demandante se le causaron por prestaciones sociales lo siguiente:

· Auxilio de cesantía:

	Año
	Valor a pagar
	Valor pagado
	Total adeudado

	2003
	$369.500
	0
	$369.500

	2004
	$399.600
	$99.900
	$300.300

	2005
	$226.017
	$226.017
	0

	TOTAL….
	$669.800


· Prima de servicios:

	Año
	Valor a pagar
	Valor pagado
	Total adeudado

	2003 2.s.
	$184.750
	0
	$184.750

	2004
	$399.600
	0
	$399.600

	2005 1.s.
	$213.000
	0
	$213.000

	2005 2.s.
	$13.017
	$13.017
	0

	TOTAL….
	$797.350


· Intereses a las cesantías:

	Año
	Valor a pagar
	Valor pagado
	Total adeudado

	2003
	$44.340
	0
	$44.340

	2004
	$47.952
	$2.997
	$44.955

	2005
	$27.122
	$27.122
	0

	TOTAL….
	$89.295


· Indemnización por despido injusto: $2.161.833.
En total, se adeuda la suma $3.718.278.
En suma, se revocará la decisión impugnada y se harán las declaraciones y condenas dichas precedentemente.          
Condena en Costas en ambas instancias a cargo de los demandados SUÁREZ PARRA y COOPERATIVA EMPLEAMOS CTA  y en pro del demandante. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,

RESUELVE
REVOCAR la sentencia conocida en esta instancia en sede de apelación. En consecuencia, se dispone:

1. DECLARA que entre los señores ALVARO ANGEL OTAVO HERRERA y WILSON DE JESÚS SUÁREZ PARRA, se celebró en realidad (art. 53 C.P.) un contrato de trabajo a término fijo el cual se extendió del 1º de Enero de 2003 al 11 de Julio de 2005.

2. DECLARA que la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADOS EMPLEAMOS CTA., fungió en la relación declarada precedentemente, como intermediaria ocultando en la realidad la calidad de tal y sin anunciar al verdadero al empleador –art 35-3 C.S.T. 
3. DECLARA que tanto uno como otro demandado en la calidad referida para cada uno en los apartes precedentes, responden solidariamente en el reconocimiento a favor del demandante OTAVO HERRERA de de la suma de TRES MILLONES SETECIENTOS DIECIOCHO MIL DOSCIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($3.718.278), por concepto de auxilio de cesantía, intereses a la cesantía, prima de servicios e indemnización por despido injusto. 
Dichas condenas se actualizarán de la manera indicada en la parte motiva de este proveído.

4. CONDENA a los demandados Suárez Parra y la Cooperativa Empleamos CTA al pago de las cotizaciones al sistema de seguridad social en pensiones entre el 1º de Enero de 2003 al 30 de Septiembre de 2004 en la forma indicada en el cuerpo de este proveído.
5. ABSUELVE a los demandados por los demás conceptos reclamados.
6. ABSUELVE de las pretensiones dirigidas contra CARLOS ALBERTO OSORIO HERRERA.

7.  DECLARA parcialmente probada la excepción de prescripción para aquellas acreencias causadas con anterioridad al 12 de diciembre de 2003. NO DECLARA probadas las demás excepciones encaminadas a enervar las súplicas de la parte actora.
8. Costas en primera y segunda instancia en contra de los acá condenados y en pro del demandante OTAVO HERRERA.
 Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN  
                   HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARIA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� M. P. CARLOS ISAAC NADER Veintidós (22) de Febrero del Dos Mil Seis (2006), radicación 25717.


� C.S.J, Sala de Casación Laboral, M.P. Dr. Gustavo Gnecco Mendoza, sentencia 17 de Octubre de 2008, radicación 30605. Rev. Jurisprudencia y Doctrina, Legis No. 446, p. 185.
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